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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de abril de 2021. 

 Comparece por derecho propio ante este foro revisor 

el señor Luis Torres (señor Torres o “el apelante”), 

quien solicita la revisión de la Sentencia emitida por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San 

Juan, notificada el 18 de diciembre de 2020.  Mediante 

esta, el foro primario declaró Ha Lugar una moción de 

desestimación presentada por las apeladas y, en 

consecuencia, denegó un recurso especial sobre acceso a 

la información, presentado por el apelante al amparo de 

la Ley Núm. 141-2019. 

 Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

MODIFICAMOS la Sentencia apelada y, así modificada, se 

confirma. 

I. 

 El 22 de octubre de 2020, el señor Torres presentó 

ante el foro primario un Recurso Especial de Acceso a 
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Información Pública contra la Lcda. Claudette Fernández 

Rosario (licenciada Fernández Rosario), que entonces 

fungía como la Directora Ejecutiva de la Comisión de 

Evaluación Judicial,1 y también contra la Hon. Maite D. 

Oronoz Rodríguez, Jueza Presidenta del Tribunal Supremo 

de Puerto Rico, en su capacidad oficial (en conjunto, 

las apeladas).2  Mediante la referida solicitud, alegó 

que el 6 de octubre de 2020 dirigió a las apeladas un 

reclamo de acceso a diversos documentos de naturaleza 

pública, el cual resultó infructuoso.  En específico, el 

señor Torres indicó que había reclamado acceso a los 

siguientes documentos: 

1. Carta de recomendación al(a la) 

Gobernador(a) sobre evaluaciones de jueces y 

juezas desde el 2000 al presente. 

 

2. Estadísticas sobre el número y el tipo de 

evaluaciones realizadas por la Comisión 

(periódicas, por vencimiento de términos, por 

solicitudes de denominación, por solicitudes de 

acceso y a petición del Pleno del Tribunal Supremo) 

desde el año 2000 hasta el presente. 

 

3. Estadísticas sobre el número (no los nombres) 

de jueces/juezas, según la calificación que 

recibieron (Excepcionalmente bien cualificado, 

Bien calificado, Calificado, Deficiente, No 

Calificado), desde el año 2000 hasta el presente. 

 

4. Estadísticas sobre las vistas de la Comisión 

a la Sala de un juez o jueza para la evaluación de 

su desempeño, desde el año 2000 hasta el presente. 

 

5. Estadísticas sobre el número de evaluaciones 

realizadas por la Comisión que incluyó el análisis 

de grabaciones del sistema “For the Record”, desde 

que comenzó a hacerse hasta el presente. 

 

6. Estadísticas sobre el número de entrevistas 

de la Comisión con jueces/juezas que solicitó 

reconsideración de las calificaciones preliminares 

otorgadas por la Comisión, desde el año 2000 hasta 

el presente. 

 

7. Estadísticas sobre el número (no los nombres) 

de jueces/juezas que solicitó reconsideración de 

las calificaciones preliminares otorgadas por la 

Comisión, desde el año 2000 hasta el presente. 

 

 
1 Tomamos conocimiento judicial de que la Lcda. Lorena Cortés Rivera 

es la actual Directora Ejecutiva de la Comisión de Evaluación 

Judicial. 
2 Recurso Especial de Acceso a Información Pública, exhibit 1, págs. 

1-12 del apéndice del recurso. 
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8. Estadísticas sobre el número (no los nombres) 

de jueces/juezas que solicitó a la Comisión 

reconsideración, desde el año 2000 hasta el 

presente. 

 

9. Estadísticas sobre el número de reuniones 

formales celebradas por la Comisión para atender 

dichas solicitudes de reconsideración, desde el 

año 2000 al presente. 

 

10. Estadísticas sobre el número de ocasiones en 

que la Comisión varió su calificación preliminar 

luego de evaluar una solicitud de reconsideración 

(Mejoró, Se quedó igual, Empeoró), desde el año 

2000 hasta el presente. 

 

11. Estadísticas sobre el número de ocasiones en 

que la Comisión varió su calificación preliminar 

luego de celebrar una reunión formal con el juez 

o la jueza bajo evaluación (Mejoró, Se quedó igual, 

Empeoró), desde el año 2000 hasta el presente. 

 

12. Estadísticas sobre los criterios de 

evaluación (Integridad, Reputación o Imagen 

pública, Destrezas profesionales, Capacidad de 

análisis, Laboriosidad, Capacidad administrativa, 

Temperamento, Competencia académica, Calidad de 

rendimiento y atención de casos asignados, 

Experiencia, Vocación al servicio público, interés 

en proseguir la carrera judicial) en que los jueces 

y las juezas obtuvieron una califiacion de 

Deficiente o No Calificado obtuvieron una 

puntuación más baja o negativa, desde el año 2000 

hasta el presente. 

 

13. Estadísticas sobre el número de 

jueces/juezas a quienes la Comisión recomendó 

actividades o programas de educación continua o 

mejoramiento profesional, desde el año 2000 hasta 

el presente. 

 

14. Estadísticas sobre el número de Hojas de 

respuesta al Formulario de evaluación recibidas 

por la Comisión, según el medio (correo postal, 

correo electrónico, en las oficinas de la 

Comisión) y quien la completó (fiscal, Abogado(a), 

procurador(a), persona litigante, público en 

general), desde el año 2000 hasta el presente. 

 

15.  Cualquier otro informe o escrito preparado 

por la Comisión mediante el cual se recomiende 

actividades o programas de educación continua y 

mejoramiento profesional para la Judicatura de 

Puerto Rico, en general, desde el año 2000 hasta 

el presente. 

 

16. Cualquier otro informe o escrito preparado 

por la Comisión sobre el desempeño judicial de los 

miembros de la Judicatura en general, desde el año 

2000 hasta el presente. 

 

17.  Cualquier otro informe o escrito preparado 

por la Comisión sobre asignación más eficiente y 

un mejor uso de recursos judiciales, desde el año 

2000 hasta el presente. 

 

18.  Cualquier otro informe estadístico 

preparado por la Comisión desde el año 2000 hasta 
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el presente (que no incluya nombre de personas 

evaluadas). 

 

En consecuencia, el apelante instó el mencionado 

recurso especial ante el foro primario, con el objetivo 

de compeler a las apeladas -por la vía judicial- a la 

divulgación de la información que les había solicitado 

previamente, sin éxito.  El apelante argumentó que la 

divulgación de la información solicitada procede al 

amparo de lo dispuesto en la Ley Núm. 141-2019, conocida 

como Ley de Transparencia y Procedimiento Expedito para 

el Acceso a la Información Pública. 

Tras recibir la notificación expedida por la 

Secretaría del foro primario, las apeladas solicitaron 

la desestimación del Recurso Especial.3  En esencia, 

adujeron que una parte de la información solicitada por 

el apelante fue debidamente provista, debido a que se 

encuentra accesible a través de direcciones 

electrónicas.  De otra parte, sostuvieron que, otra 

parte de la información reclamada goza de carácter 

confidencial, en virtud de la Ley Núm. 91-1991, según 

enmendada, conocida como Ley del Sistema de Evaluación 

de Jueces y Candidatos a Jueces, así como del Reglamento 

para la Evaluación de los Jueces y Juezas del Tribunal 

de Primera Instancia, aprobado por el Tribunal Supremo 

el 23 de febrero de 2018. 

Transcurrido el término que el foro primario le 

había concedido al señor Torres para que presentara por 

escrito su postura respecto a lo argumentado por las 

apeladas en la moción de desestimación, sin que este 

compareciera, el foro primario notificó la Sentencia 

 
3 Moción de Desestimación, exhibit 2, págs. 13-28 del apéndice del 

recurso. 
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apelada el 18 de diciembre de 2020.4  Mediante esta, 

declaró Ha Lugar la referida solicitud de desestimación 

y, en consecuencia, No Ha Lugar el recurso especial de 

epígrafe. 

Insatisfecho con el dictamen, el 5 de enero de 2021, 

el señor Torres solicitó reconsideración.5  Sin embargo, 

dicha solicitud fue declarada No Ha Lugar por el foro 

primario, mediante una Resolución notificada el 7 de 

enero de 2021.6 

Aún inconforme, el 8 de marzo de 2021, el señor 

Torres acudió ante este foro revisor mediante el recurso 

de apelación de epígrafe.  En síntesis, sostiene que el 

foro primario cometió los siguientes errores: 

Cometió error de derecho y/o abusó de su 

discreción el Tribunal de Primera Instancia al no 

anotar la rebeldía a las demandadas por no haber 

contestado dentro del plazo estatutario para 

hacerlo establecido en el Art. 9 de la Ley de 

transparencia y procedimiento expedito para el 

acceso a la información pública, Ley 141 del 1ro 

de agosto de 2019, y a pesar de la notificación 

que se les envió apercibiéndoles de las 

consecuencias de su incomparecencia dentro de 

dicho término estatutario. 

 

Cometió error de derecho y/o abusó de su 

discreción el Tribunal de Primera Instancia al 

considerar y conceder una solicitud de prórroga 

para contestar presentada por las demandadas que 

no fue notificada al demandante (en violación a su 

debido proceso de ley, lo que hace que la solicitud 

fuera nula e inoficiosa, e impidiéndole que 

pudiera oponerse), en violación al Art. 9 de la 

Ley 141-2019 (que no reconoce autoridad al 

tribunal para prorrogar sino para acortar el 

término para contestar), y en contravención a las 

Reglas 8.4 (Mociones) y 67 (Notificación y 

presentación de escritos) y de la jurisprudencia 

que las interpreta). 

 

Cometió error de derecho y/o abusó de su 

discreción el Tribunal de Primera Instancia al 

concluir que el Estado (la Comisión de Evaluación 

Judicial) tiene un “interés apremiante” en 

mantener como secretos o confidenciales la 

información y documentos con datos estadísticos 

sobre la evaluación de jueces y juezas en Puerto 

Rico que no identifica a personas particulares, 

sin que el Estado haya demostrado la existencia de 

 
4 Sentencia, exhibit 4, págs. 30-45 del apéndice del recurso. 
5 Moción de Reconsideracion de Sentencia, exhibit 5, págs. 46-63 

del apéndice del recurso. 
6 Resolución, exhibit 6, pág. 64 del apéndice del recurso. 



 
 

 
KLAN202100152 

 

6 

tal interés apremiante y sin que se haya superado 

el escrutinio estricto que exige el análisis 

constitucional, estatutario y reglamentario de la 

controversia. 

 

Cometió error de derecho y/o abusó de su 

discreción el Tribunal de Primera Instancia al 

concluir que no procedía la 

divulgación/publicación de los documentos públicos 

solicitados en la página oficial de la Comisión de 

Evaluación Judicial en Internet o, en la 

alternativa, su entrega mediante correo 

electrónico o en algún otro formato digital, en 

contravención a la política pública del Gobierno 

de Puerto Rico expresamente consignada en el Art. 

3 de la Ley 141-2019 y el principio constitucional 

de igual protección de las leyes. 

 

Cometió error de derecho y/o abusó de su 

discreción el Tribunal de Primera Instancia al 

concluir que no procedía la 

divulgación/publicación de los documentos públicos 

solicitados en la página oficial de la Rama 

Judicial en Internet o, en la alternativa, su 

entrega mediante correo electrónico o en algún 

otro formato digital, en contravención a los Arts. 

4, 7, 8, 11 y 12 de la Ley 141-2019. 

 

 Por su parte, el 31 de marzo de 2021, las apeladas 

comparecieron, por conducto de la Oficina del Procurador 

General, y presentaron un Alegato en Oposición.  

Mediante este, refutaron que el foro primario incurriera 

en los errores señalados por el apelante en el recurso 

que nos ocupa. 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, procedemos a resolver los asuntos ante nuestra 

consideración. 

II. 

-A- 

En Puerto Rico, el derecho de acceso a información 

pública está reconocido como corolario necesario para el 

ejercicio de los derechos a la libertad de palabra, 

prensa y asociación, los cuales están explícitamente 

consagrados en el Artículo II, Sec. 4 de la Constitución 

del Estado Libre Asociado.  Véase, Ortiz Rivera v. 

Bauermeister, 152 DPR 161, 175 (2000).  Al respecto, 

nuestro Tribunal Supremo ha expresado lo siguiente: 
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Ello conlleva intrínsecamente asegurar y facilitar 

a todos los ciudadanos de nuestro país el derecho 

a examinar el contenido de los expedientes, 

informes y documentos que se recopilan en la 

gestión de gobierno, y que constan en las agencias 

del Estado.  […]  Por el estrecho vínculo que 

existe con los derechos a libertad de expresión, 

asociación y a pedir al Gobierno reparación de 

agravios, el derecho de acceso a información 

pública es uno fundamental. 

 

Íd.  (Bastardillas en el texto original).  Véase, además, 

Trans Ad de P.R. v. Junta de Subastas, 174 DPR 56, 67 

(2008). 

 

 Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo ha 

reiterado que existe una estrecha relación entre el 

derecho a la libre expresión y la libertad de 

información.  Soto v. Srio. de Justicia, 112 DPR 477, 

485 (1982).  En específico, el Alto Foro consideró que 

“[s]in conocimiento de hechos no se puede juzgar; 

tampoco se puede exigir remedios a los agravios 

gubernamentales mediante los procedimientos judiciales 

o a través del proceso de las urnas cada cuatro (4) 

años”.  Íd. 

 De otra parte, resulta pertinente destacar que el 

derecho de acceso a la información pública en poder del 

Estado no solamente es de rango constitucional, sino que 

también está codificado en el Código de Enjuiciamiento 

Civil.  Así, el artículo 409 del referido cuerpo 

normativo dispone que “[t]odo ciudadano tiene derecho a 

inspeccionar y sacar copia de cualquier documento 

público de Puerto Rico, salvo lo expresamente dispuesto 

en contrario por la ley”.  32 LPRA sec. 1781.  (Negrillas 

suplidas).   

De forma cónsona, el Tribunal Supremo ha 

interpretado que “todo ciudadano, por el solo hecho de 

serlo, tiene derecho a examinar la documentación 

pública.  [Cita omitida]”.  Trans Ad de P.R v. Junta de 

Subastas, supra, a la pág. 68.  Es decir, que cualquier 
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persona cuenta con legitimación activa para presentar el 

reclamo de acceso a la información. Eng'g Servs. Int'l, 

Inc. v. AEE, res. 14 de septiembre de 2020, 2020 TSPR 

103.  

 Sin embargo, resulta lógico pensar que, al igual 

que el resto de los derechos constitucionales, este no 

es absoluto.  De este modo, un reclamo de 

confidencialidad por parte del Estado ha sido 

justificado jurisprudencialmente por el Tribunal Supremo 

en cualesquiera de las siguientes instancias: 

(1) una ley así lo declara; (2) la comunicación 

está protegida por alguno de los privilegios 

evidenciarios que pueden invocar los ciudadanos; 

(3) revelar la información puede lesionar derechos 

fundamentales de terceros; (4) se trate de la 

identidad de un confidente, o (5) sea información 

oficial conforme a la Regla 31 de Evidencia, 32 

L.P.R.A. Ap. IV.7  [Citas omitidas].  

 

Trans Ad de P.R v. Junta de Subastas, supra; Santiago v. 

Bobb y El Mundo, Inc., 117 DPR 153, 159 (1986). 

(Negrillas suplidas). 

 

 En aquellos casos en que el Estado haga un 

planteamiento de confidencialidad respecto a la 

información solicitada, el Tribunal Supremo ha expresado 

que ello debe ser interpretado como la excepción y no la 

norma.  Véase, Soto v. Srio. de Justicia, supra, a la 

pág. 495.  Así las cosas, toda legislación promulgada a 

favor del Estado para ocultarle información a los 

ciudadanos debe ser interpretada restrictivamente a 

favor del derecho del pueblo a mantenerse informado.  

Íd. 

 Así también, mediante su jurisprudencia 

interpretativa, el Tribunal Supremo se ha expresado en 

torno a la potencial onerosidad de producir cierta 

información que pueda ser requerida en el ejercicio de 

 
7 Véase, Regla 514 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 514, vigente, 

sobre el “privilegio de información oficial”. 
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este derecho.  Al respecto, el Alto Foro recientemente 

manifestó que “la alegada onerosidad de reproducir 

documentación no es fundamento suficiente para coartar 

el derecho de acceso a la información pública y los 

principios de transparencia y participación ciudadana 

[…]”.  Eng'g Servs. Int'l, Inc. v. AEE, supra, a la pág. 

28. 

-B- 

La Ley Núm. 141-2019, 3 LPRA sec. 9911 et seq., 

conocida como la Ley de Transparencia y Procedimiento 

Expedito para el Acceso a la Información Pública, fue 

aprobada por la Asamblea Legislativa con el fin de 

promover el acceso a la información pública mediante 

mecanismos procesales ágiles y económicos que propicien 

la transparencia.  Véase, exposición de motivos de la 

Ley Núm. 141-2019.  

Cónsono con dicho propósito, el Artículo 3 de la 

referida legislación establece una política de apertura 

a la información y documentación, que incluya la 

disponibilidad de la tecnología y de los avances 

necesarios para hacer valer el derecho de los ciudadanos 

a la información y documentación pública oportunamente, 

de forma accesible.  3 LPRA sec. 9913.  En lo pertinente, 

el Artículo 6 de la referida ley dispone que:  

Cualquier persona podrá solicitar información 

pública mediante solicitud escrita o por vía 

electrónica, sin necesidad de acreditar algún 

interés particular o jurídico. El Oficial de 

Información tendrá la responsabilidad de 

notificar, por email, fax o correo regular, a todo 

peticionario de información o documentación 

pública que su solicitud fue recibida y el número 

de identificación de la misma.  

La solicitud de información deberá incluir al 

menos una dirección o correo electrónico para 

recibir notificaciones, el formato en que desea 

recibir la información y una descripción de la 

información que solicita. 3 LPRA sec. 9916. 

(Negrillas suplidas). 
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Por su parte, el Artículo 7 del estatuto establece 

que “[t]oda decisión de denegar la divulgación de 

información pública tiene que especificar por escrito 

los fundamentos jurídicos en los que se basa la 

denegatoria o negativa de entregarla en el término 

establecido”.  3 LPRA sec. 9917. 

El Artículo 9 de dicha ley permite que un ciudadano 

a quien una entidad gubernamental le ha denegado un 

reclamo de acceso a información pública inste un Recurso 

Especial de Acceso a Información Pública.  En lo 

pertinente, el referido artículo establece: 

Cualquier persona a la cual una entidad 

gubernamental le haya notificado su determinación 

de no entregar la información solicitada o que no 

haya hecho entrega de la información dentro del 

término establecido o su prórroga, tendrá derecho 

a presentar, por derecho propio o a través de su 

representación legal, ante la sala del Tribunal de 

Primera Instancia de la Región Judicial de San 

Juan un Recurso Especial de Acceso a Información 

Pública.  3 LPRA sec. 9919. (Negrillas suplidas). 

 

Cabe destacar que esta ley aplica a todas las ramas 

del gobierno, incluyendo las entidades gubernamentales, 

corporaciones públicas y los municipios.  También es 

aplicable a terceros custodios de información o 

documentos públicos.  Artículo 2, 3 LPRA sec. 9912. 

-C- 

La Ley Núm. 122-2019, 3 LPRA sec. 9891 et seq., 

conocida como la Ley de Datos Abiertos del Gobierno de 

Puerto Rico fue aprobada por la Asamblea Legislativa con 

el fin de promover el eficiente manejo de datos para 

beneficio de sus ciudadanos.  Ello con el propósito de 

cumplir con las normas sobre el derecho de acceso a la 

información pública y la obligación de fomentar la 

apertura gubernamental.  
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 Sobre la definición de “datos públicos”, el 

Artículo 3(c) de dicha ley dispone, en lo pertinente, lo 

siguiente: 

Aquella información documentada, o que debe ser 

documentada por un servidor público o por un 

tercero autorizado por la ley o por éste; incluye 

todo documento, ya sea de forma física o 

electrónica, que se origine, conserve o reciba en 

cualquier Organismo Gubernamental de acuerdo con 

la ley o en relación con el manejo de los asuntos 

públicos y que se requiera conservar 

permanentemente o temporeramente como prueba de 

las transacciones o su valor legal, de acuerdo a 

las disposiciones de la Ley Núm. 5 de 8 de 

diciembre de 1955 […]; incluye además toda 

información de procedencia pública o que surgiere 

del ejercicio de la autoridad pública o como 

producto del empleo de recursos públicos o de 

autoridad pública, directa o indirectamente 

delegada. 3 LPRA sec. 9893. (Negrillas suplidas). 

Por su parte, el Artículo 4 de dicha legislación 

establece, en lo pertinente, lo siguiente:  

Todo reclamo de confidencialidad o de privilegio 

que haga cualquier Organismo Gubernamental para 

proteger y evitar la divulgación de un dato deberá 

realizarse conforme los siguientes criterios:  

a. que una ley así lo dispone; 

b. que el dato está protegido por alguno de 

los privilegios evidenciarios que pueden 

invocar los ciudadanos;  

c. que revelar el dato puede lesionar 

derechos fundamentales de terceros;  

d. que se trate de la identidad de un 

confidente; o  

e. que sea “información oficial”, conforme a 

la Regla 514 de las Reglas de Evidencia de 

Puerto Rico. 3 LPRA sec. 9894. (Negrillas 

suplidas). 

-D- 

 La Comisión de Evaluación Judicial fue creada por 

la Asamblea Legislativa en virtud de la Ley Núm. 91-

1991, según enmendada, 4 LPRA sec. 71 et seq., con el 

objetivo principal de efectuar las evaluaciones de 

aquellos jueces y aquellas juezas que solicitan 

renominación o ascenso, las cuales posteriormente son 

remitidas al Gobernador o a la Gobernadora de Puerto 

Rico para que pueda ejercer su facultad de nombramiento 



 
 

 
KLAN202100152 

 

12 

de la forma más informada posible.  Véase, exposición de 

motivos, Ley Núm. 91-1991.  Así también, conforme la 

exposición de motivos del referido estatuto, la Comisión 

de Evaluación Judicial ejerce un rol primordial en la 

búsqueda de la consecución de los objetivos 

institucionales de la Rama Judicial. 

En cuanto a la información recopilada por la 

Comisión de Evaluación Judicial en el ejercicio de sus 

funciones delegadas, la Ley Núm. 91-1991, dispone que la 

mayoría de dicha información goza de carácter 

confidencial.  A tales efectos, el Artículo 21 dispone 

lo siguiente: 

Todo el proceso de evaluación de jueces y 

aspirantes a jueces de los organismos creados por 

este capítulo estará sujeto a normas de estricta 

confidencialidad, así como toda la información que 

se recopile y los documentos e informes que se 

produzcan como consecuencia de éste. Todo 

funcionario o empleado de los organismos creados 

por este capítulo prestará un juramento de que no 

divulgará la información confidencial obtenida 

como parte de sus funciones. Cualquier persona, 

empleado o funcionario público, ya sea de la Rama 

Ejecutiva, Legislativa o Judicial que, 

deliberadamente o por descuido u omisión, diese a 

la publicidad u ofreciere información confidencial 

cuya divulgación no estuviere autorizada por este 

capítulo, incurrirá en delito menos grave. También 

incurrirá en delito menos grave cualquier miembro, 

funcionario o empleado del Comité Evaluador del 

Gobernador para Nombramientos Judiciales o de la 

Comisión de Evaluación Judicial o de la Oficina de 

Nombramientos Judiciales que solicite o 

proporcione información sobre las creencias, la 

afiliación o actividades políticas pasadas o 

presentes de cualquier candidato a nombramiento, 

a renominación o ascenso en la Judicatura del 

Estado Libre Asociado con la intención de 

discriminar contra el candidato por razón de 

afiliación política. En el proceso de evaluación 

por la Comisión sólo tendrán acceso a la 

información y documentos los miembros de la 

Comisión el juez evaluado, el Juez Presidente, los 

Jueces Asociados del Tribunal Supremo, el Director 

Administrativo de la Oficina de Administración de 

Tribunales, y por mediación de este último, el 

Director del Instituto de Estudios Judiciales en 

lo que corresponde al desarrollo de los programas 

y actividades de educación judicial. 

 

Lo anteriormente dispuesto no será impedimento 

para que el Gobernador, el Juez Presidente del 

Tribunal Supremo, el Presidente del Senado y el 

Presidente de la Cámara de Representantes, o sus 

representantes autorizados puedan, dentro de los 
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treinta (30) días siguientes de que alguno de ellos 

lo solicite, una vez al año  visitar en forma 

conjunta las oficinas de la Comisión para evaluar 

su funcionamiento y la implantación del proceso de 

evaluación judicial, incluyendo la inspección de 

aquellos documentos y expedientes que faciliten 

tal gestión. En el proceso de evaluación por el 

Comité Evaluador sólo tendrán acceso a la 

información y documentación sus propios miembros, 

el Director Ejecutivo, su personal y el 

Gobernador. No obstante lo anteriormente 

dispuesto, las cartas de recomendación que se 

envíen al Gobernador por los diversos organismos 

evaluadores como parte del proceso de 

nombramiento, renominación y ascenso de jueces 

estarán accesible al público. Igualmente estará 

accesible al público cualquier informe de 

evaluación de un juez, siempre que el juez evaluado 

expresamente autorice su divulgación. (Negrillas 

suplidas). 

 

 De otra parte, y en virtud de la facultad que posee 

el Pleno del Tribunal Supremo para adoptar reglas de 

administración para la Rama Judicial de conformida con 

el Artículo V, Sección 7 de la Constitución del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico, así como de la Ley Núm. 

120-2017,8 el Tribunal Supremo adoptó el Reglamento para 

la Evaluación de Jueces y Juezas del Tribunal de Primera 

Instancia, 4 LPRA Ap. XXXVII.   

El referido Reglamento también es claro en cuanto 

a las normas de confidencialidad que rigen el proceso de 

evaluación judicial, así como la información y 

documentación producida como parte de dicho proceso.  

Sobre este particular, la Regla 14 del Reglamento, 4 

LPRA Ap. XXXVII, R. 14, dispone lo siguiente: 

A. El proceso de evaluación que lleva a cabo la 
Comisión estará sujeto a normas de estricta 

confidencialidad, así como toda la información 

que se recopila y los documentos e informes que 

se generen. La información recopilada en las 

evaluaciones es para uso exclusivo de la 

Comisión y el Director o Directora observará 

las más estrictas medidas de seguridad para 

garantizar la confidencialidad de la 

información ofrecida por las personas 

consultadas. 

 

B. Los expedientes de las evaluaciones y los 

documentos generados en el proceso de 

 
8 La Ley Núm. 120-2017 fue aprobada el 15 de diciembre de 2017 y 

enmendó varios artículos de la Ley Núm. 91-1991. 
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evaluación serán custodiados en archivos de 

seguridad ubicados en la Oficina de la 

Comisión, hasta que sean destruidos, conforme 

lo determine la Comisión. 

  

C. El personal de la Comisión prestará un 

juramento de que no divulgará la información 

confidencial obtenida como parte de sus 

funciones. Cualquier empleado, empleada o 

miembro de la Comisión que deliberadamente o 

por descuido u omisión ofreciere información 

confidencial podrá ser destituido de su puesto 

o empleo. 

 

D. En el proceso de evaluación solo tendrán acceso 
a la información sobre calificaciones otorgadas 

y los documentos no considerados estrictamente 

confidenciales los miembros de la Comisión, el 

Juez o Jueza evaluado, los integrantes del 

Tribunal Supremo, el Director Administrativo o 

Directora Administrativa de los Tribunales y el 

Director o Directora de la Academia Judicial en 

lo que corresponde al desarrollo de programas 

y actividades de educación judicial. 

 

E. Todo documento que contenga información, 

opiniones o entrevistas otorgadas por abogados 

y abogadas, funcionarios o funcionarias, o 

personas privadas consultadas durante el 

proceso de evaluación será considerado material 

estrictamente confidencial y no estará 

accesible a escrutinio público, con excepción 

de los miembros de la Comisión, su personal 

administrativo, los integrantes del Tribunal 

Supremo y el Director Administrativo o 

Directora Administrativa de los Tribunales. 

 

F. Las comunicaciones que se remiten al Gobernador 
o a la Gobernadora como parte del proceso de 

renominación y ascenso estarán accesibles al 

público y para ello, serán publicadas en el 

portal cibernético oficial de la Comisión. 

Igualmente estará disponible al público 

cualquier informe de evaluación.  (Negrillas 

suplidas). 

 

III. 

-A- 

 A continuación, procedemos a analizarlos 

señalamientos de error formulados por el señor Torres en 

el recurso de apelación de epígrafe, comenzando por el 

tercero, cuarto y quinto, los cuales cuestionan los 

fundamentos de la Sentencia apelada.  Mediante el 

tercero de los errores señalados, el apelante adujo que 

el foro primario erró al concluir que la Comisión de 

Evaluación Judicial tiene un “interés apremiante” en 

mantener como secretos o confidenciales la información 
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y documentos con datos estadísticos sobre la evaluación 

de jueces y juezas en Puerto Rico que no identifica a 

personas particulares.  Como veremos a continuación, 

este planteamiento resulta inmeritorio. 

 Sobre este particular, el foro primario fundamentó 

en la Sentencia apelada que procedía denegar los 

requerimientos estadísticos del apelante,9 debido a que 

la licenciada Fernández Rosario, quien entonces dirigía 

la Comisión de Evaluación Judicial, acreditó que dicha 

oficina no generaba los referidos datos estadísticos.  

De este modo, el foro primario concluyó -a nuestro 

juicio, de modo acertado- que “la política pública 

enunciada en la Ley 141 de 2019, no incluye el derecho 

de los ciudadanos de obtener documentos hechos a la 

medida, por lo que no existe la obligación de producir 

documentos que la agencia no genere”.10 

 En fin, de los 18 requerimientos de información 

instados por el apelante, específicamente aquellos 

detallados en los incisos 2 al 14, los cuales versan 

sobre datos estadísticos que la Comisión de Evaluación 

Judicial no genera, están exceptuados de la definición 

de “documento público” y, por consiguiente, dicho ente 

no posee la obligación de divulgarlos.  Ello, de 

conformidad con la Ley Núm. 141-2019, el Artículo 409 

del Código de Enjuiciamiento Civil, supra, y el Artículo 

3(c) de la Ley Núm. 122-2019.   

Recalcamos que, según el Artículo 3(c) de la Ley 

Núm. 122-2019, los “datos públicos” que el Estado está 

obligado a divulgar constan de aquella “información 

 
9 Es necesario destacar que 13 de los 18 incisos de que consta el 

requerimiento de acceso a información instado por el señor Torres 

versan sobre datos de naturaleza estadística. 
10 Sentencia, exhibit 4, pág. 44 del apéndice del recurso. 
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documentada, o que deba ser documentada por un servidor 

público […]”.  Es decir, que si los datos solicitados 

por un peticionario no constan en información 

documentada, o que la entidad gubernamental tenga la 

obligación legal de documentar, no están sujetos a 

divulgación, de conformidad con la legislación antes 

discutida y la doctrina de acceso a la información 

pública. 

    -B- 

 A continuación, procedemos a la evaluaciónconjunta 

del cuarto y quinto señalamiento de error, por 

encontrarse estrechamente relacionados.  Mediante estos, 

el apelante argumentó que el foro primario erró al 

concluir que no procedía la divulgación o publicación de 

los documentos públicos solicitados en la página oficial 

de la Comisión de Evaluación Judicial en Internet o, en 

la alternativa, su entrega mediante correo electrónico 

o en algún otro formato digital.  Sostiene que dicho 

curso de acción contravino el Artículo 3 de la Ley Núm. 

141-2019, sobre la política pública tras la aprobación 

del referido estatuto,11 así como el principio de igual 

 
11 “Se establece como política pública del Gobierno de Puerto Rico 

lo siguiente: 1) La información y documentación que produce el 

gobierno se presume pública y accesible a todas las personas por 

igual. 2) La información y documentación que produce el gobierno en 

sus estudios, transacciones y en el ejercicio de la autoridad 

pública, de manera directa o delegada, son patrimonio y memoria del 

pueblo de Puerto Rico. 3) El derecho constitucional de acceso a la 

información requiere la transparencia gubernamental. 4) Toda 

información o documento que se origine, conserve o reciba en 

cualquier dependencia del Gobierno, aunque se encuentre bajo la 

custodia de un tercero, se presume público y debe estar accesible 

al Pueblo y la prensa. 5) El derecho de acceso a la información 

pública es un pilar constitucional y un derecho humano fundamental. 

6) El acceso a la documentación e información pública tiene que ser 

ágil, económico y expedito. 7) Toda persona tiene derecho a obtener 

la información y documentación pública, sujeto a las normas y 

excepciones aplicables. 8) El Gobierno de Puerto Rico establece en 

la presente Ley una política de apertura a la información y 

documentación, que incluya la disponibilidad de la tecnología y de 

los avances necesarios para hacer valer el derecho de los 

solicitantes a acceder a la información y documentación pública de 

forma oportuna, objetiva, veraz, completa, reutilizable, procesable 

y disponible en formatos accesibles, inalterados e íntegros”.  

Artículo 3 de la Ley Núm. 141-2019. 
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protección de las leyes.  Además, argumentó que, al así 

actuar, el foro primario actuó también de forma 

contraria a lo establecido en los Artículos 4,12 7,13 8,14 

1115 y 1216 de la Ley Núm. 141-2019.  Como veremos a 

continuación, este error se cometió parcialmente. 

 Mediante el análisis y discusión del tercer 

señalamiento de error, atendimos la improcedencia de los 

incisos 2 al 14, de los 18 requerimientos de acceso a la 

información instados por el señor Torres.  Así, lo 

argumentado por el apelante, por medio de los 

señalamientos de error cuarto y quinto, nos permite 

analizar la procedencia de los incisos 1, 15, 16, 17 y 

18 del requerimiento de información dirigido a la 

Comisión de Evaluación Judicial. 

 Sobre este particular, el foro primario razonó en 

la Sentencia apelada que la licenciada Fernández Rosario 

acreditó haber orientado al apelante respecto al marco 

legal al amparo del cual opera la Comisión de Evaluación 

Judicial, conforme la Ley Núm. 91-1991 y el Reglamento 

antes citado.17  Es decir, regidos por estrictas normas 

de confidencialidad que limitan el acceso a la 

información que dicho ente produce como parte de los 

procesos de evaluación judicial que lleva a cabo.18  El 

foro primario razonó -a nuestro juicio, de modo 

acertado- que dicho principio es de aplicación en cuanto 

a los incisos 15, 16, 17 y 18 del requerimiento de 

información.  En cuanto a lo solicitado mediante el 

 
12 Sobre “Divulgación rutinaria de información”. 
13 Sobre “Término para hacer entrega o disponible la información 

pública”. 
14 Sobre “Cobro de cargos”. 
15 Sobre “Reglamentación”. 
16 Sobre “Cláusula de interpretación”. 
17 Sentencia, exhibit 4, pág. 43 del apéndice del recurso. 
18 Íd. 
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inciso 1 del referido requerimiento, el foro primario 

señaló que la licenciada Fernández Rosario informó al 

señor Torres las direcciones electrónicas del portal 

cibernético del Poder Judicial de Puerto Rico, mediante 

los cuales dicha información puede ser obtenida.19 

 Luego de ponderar los argumentos formulados por el 

apelante en el recurso de epígrafe a la luz de lo 

resuelto por el foro primario en la Sentencia apelada, 

nos resulta forzoso concluir que, sin lugar a duda, los 

incisos 15, 16, 17 y 18 del requerimiento de información 

están cobijados bajo la norma de confidencialidad de la 

Ley Núm. 91-1991, a la que hizo referencia el foro 

primario.  Ahora bien, en cuanto al primer inciso del 

requerimiento, si bien el foro primario no cuestionó el 

hecho de que dicha información es de naturaleza pública 

por encontrarse expresamente exceptuada de la norma de 

confidencialidad que surge del Artículo 21 de la Ley 

Núm. 91-1991,20 dicho foro determinó erróneamente que el 

requerimiento fue debidamente satisfecho por la Comisión 

de Evaluación Judicial.   

Es decir, si bien licenciada Fernández Rosario 

indicó al apelante las direcciones electrónicas del 

portal cibernético del Poder Judicial de Puerto Rico, 

donde dicha información se encuentra disponible, tomamos 

conocimiento judicial respecto a que la divulgación de 

las cartas de recomendación al(a la) Gobernador(a) sobre 

evaluaciones de jueces y juezas que se encuentran 

disponibles en el referido portal, no abarcan el período 

 
19 Íd. 
20 “[L]as cartas de recomendación que se envíen al Gobernador por 

los diversos organismos evaluadores como parte del proceso de 

nombramiento, renominación y ascenso de jueces estarán accesible al 

público. […]”. (Negrillas suplidas). 
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de 2000 al presente,21 según lo solicitó formalmente el 

señor Torres. En consecuencia, procede que la Comisión 

de Evaluación Judicial satisfaga a cabalidad el inciso 

1 del requerimiento de información instado por el 

apelante, sujeto a que dicho ente haya conservado y tenga 

disponible toda la información correspondiente al lapso 

de tiempo solicitado. 

    -C- 

Por último, mediante los señalamientos de error 

primero y segundo, el apelante argumentó que el foro 

primario erró, en primer lugar, al no anotar la rebeldía 

a las demandadas por no haber contestado dentro del plazo 

estatutario para hacerlo, establecido en el Artículo 9 

de la Ley Núm. 141-201922 y, además, al considerar y 

conceder una solicitud de prórroga para contestar 

presentada por las demandadas que no fue notificada al 

demandante.  Por considerar que la previa evaluación 

respecto a  los señalamientos de error tercero, cuarto 

y quinto disponen de la totalidad del recurso, se 

prescinde del análisis de los señalamientos primero y 

segundo. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se MODIFICA la 

Sentencia apelada.  De este modo, se ordena a la Comisión 

de Evaluación Judicial que satisfaga a cabalidad el 

 
21 La Comisión de Evaluación Judicial le proveyó al peticionario el 

enlace correspondiente a la página cibernética entonces vigente, 

que se encontraba disponible en www.ramajudicial.pr. Sin embargo, 

según se establece en el enlace de la Comisión de Evaluación 

Judicial dentro del portal cibernético del Poder Judicial de Puerto 

Rico, se encuentran disponible para escrutinuio público las cartas 

de recomendación correspondientes a “los jueces y juezas que han 

sido evaluados(as) recientemente por la Comisión como parte de un 

proceso de renominación y/o ascenso”. (Negrillas suplidas).  Véase,  

https://poderjudicial.pr/index.php/tribunal-supremo/comision-

evaluacion-judicial/jueces-evaluados-en-procesos-de-ascenso-y-o-

renominacion/ 
22 Sobre “Recurso Especial de Revisión Judicial ante el Tribunal de 

Primera Instancia”. 

http://www.ramajudicial.pr/
https://poderjudicial.pr/index.php/tribunal-supremo/comision-evaluacion-judicial/jueces-evaluados-en-procesos-de-ascenso-y-o-renominacion/
https://poderjudicial.pr/index.php/tribunal-supremo/comision-evaluacion-judicial/jueces-evaluados-en-procesos-de-ascenso-y-o-renominacion/
https://poderjudicial.pr/index.php/tribunal-supremo/comision-evaluacion-judicial/jueces-evaluados-en-procesos-de-ascenso-y-o-renominacion/


 
 

 
KLAN202100152 

 

20 

inciso 1 del requerimiento de información instado por el 

señor Luis Torres, apelante de epgírafe, mediante el 

cual solicitó acceso a las cartas de recomendación al(a 

la) Gobernador(a) sobre evaluaciones de jueces y juezas, 

desde el 2000 al presente.  Así modificada, se CONFIRMA 

la Sentencia apelada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


